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PETICIÓN 873-06

ADMISIBILIDAD

FAMILIAS INTEGRANTES DE LA COOPERATIVA DE TRABAJADORES AGROPECUARIOS DE BLANQUICET (COTRAGROBLAN)
COLOMBIA

2 de noviembre de 2011
I.
RESUMEN

1. El 5 de septiembre de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado”, “el Estado colombiano” o “Colombia”) por el supuesto desplazamiento forzado de las nueve familias que integran la Cooperativa de Trabajadores Agropecuarios de Blanquicet (en adelante “COTRAGROBLAN” o “la Cooperativa”)
; posterior despojo violento y apropiación fraudulenta de sus predios, denominados “La Esperanza” y “Nueva Vida”, ubicados en el municipio de Turbo, departamento de Antioquia; y la muerte del integrante de la Cooperativa Oscar Maussa a manos de grupos paramilitares, así como la ausencia de esclarecimiento judicial de los hechos.  Los peticionarios alegaron que estos hechos son una consecuencia de la falta de prevención, juzgamiento y sanción de las actividades de grupos paramilitares.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, garantías judiciales, protección a la familia, propiedad privada, circulación y residencia, y la protección judicial, establecidos en los artículos 4, 8.1, 17, 21, 22.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en relación con el deber de garantía, conforme a su artículo 1.1.  Por su parte, el Estado alegó que los reclamos de los peticionarios eran inadmisibles en vista de que la Comisión no tendría competencia ratione personae para conocer de peticiones de personas jurídicas, ni habría identificación e individualización adecuada de las presuntas víctimas, agotamiento de los recursos internos ni caracterización de los hechos como violatorios de la Convención Americana.

3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4.1, 5.1, 8, 22 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.  Asimismo, la Comisión decidió que analizará en el fondo los alegatos de los peticionarios relativos a la pérdida de la propiedad personal de los miembros de las familias a saber, sus cultivos, viviendas y posesiones a la luz de los estándares establecidos en el artículo 21 de la Convención y que carece de competencia para referirse a la presunta violación del artículo 21 en relación a los predios “La Esperanza” y “Nueva Vida” pertenecientes a la Cooperativa e inadmisibles los alegatos relativos a la presunta violación del artículo 17 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 14 de agosto de 2006 los peticionarios presentaron una solicitud de medidas cautelares a favor de cuatro familias que hacen parte de COTRAGROBLAN, las cuales fueron otorgadas por la Comisión el 1º de septiembre de 2006
.  La medida cautelar se encuentra vigente a la fecha de aprobación del presente informe.

5. La Comisión registró la petición bajo el número P-873-06 y tras efectuar un análisis preliminar, el 3 de octubre de 2006 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información de conformidad con el artículo 30(3) del Reglamento de la CIDH.  En respuesta, el Estado solicitó una prórroga de 30 días para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la CIDH.  El Estado presentó sus observaciones el 11 de enero de 2007 y sus anexos el 12 de enero de 2007, los que fueron transmitidos a los peticionarios para sus observaciones.  El 3 de abril de 2009 la Comisión, de conformidad con el artículo 30(5) de su Reglamento, solicitó al Estado y a los peticionarios información actualizada sobre el asunto de referencia.  Asimismo, la Comisión reiteró a los peticionarios su solicitud de observaciones.
6. El 15 de abril de 2009 los peticionarios remitieron dos escritos de observaciones, con fecha de 25 de abril y 11 de octubre de 2007, los cuales fueron trasladados al Estado para sus observaciones.  En respuesta el Estado solicitó una prórroga de 60 días y la Comisión concedió 30 días de prórroga.  El 3 de julio de 2009 el Estado presentó su respuesta, la cual fue transmitida a los peticionarios para sus observaciones.  El 17 de diciembre de 2009 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue transmitida al Estado para sus observaciones.  En respuesta el Estado solicitó una prórroga de 30 días, la cual fue concedida por la Comisión.  El 5 de marzo de 2010 el Estado remitió observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para su conocimiento.  El 15 de febrero de 2011 los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue transmitida al Estado para sus observaciones.  El 28 de marzo de 2011 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión.  El 1º de junio de 2011 el Estado presentó observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

7. Como antecedente, los peticionarios alegan que desde finales de la década de los 80 grupos de autodefensa que se hicieron llamar los “Tangueros” (y posteriormente Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) y Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)) accionaban en la región del Urabá y que su actividad se fortaleció significativamente en esa zona desde principios de la década de los 90
.
8. Los peticionarios sostienen que el 13 de agosto de 1990 se constituyó la Cooperativa de Trabajadores Agropecuarios de Blanquicet conformada por nueve familias campesinas de ese corregimiento en el municipio de Turbo, departamento de Antioquia.  Indican que el 21 de enero de 1991 y el 16 de enero de 1995 COTRAGROBLAN adquirió los inmuebles rurales denominados “La Esperanza” y “Nueva Vida”, respectivamente. 
9. Alegan que a partir de 1996, y por un periodo de dos años, aproximadamente 240 familias se habrían desplazado desde el corregimiento de Blanquicet a causa de amenazas de muerte, asesinatos selectivos y presión por parte de grupos paramilitares.  Un gran número de estas familias habrían sido obligadas a vender sus inmuebles bajo amenazas de muerte y la mayor parte de ellas se habría desplazado hacia los municipios de Chigorodó, Turbo y la ciudad de Medellín, departamento de Antioquia.
10. Sostienen que en ese contexto, las nueve familias que conforman COTRAGROBLAN se habrían visto obligadas a abandonar sus cultivos, viviendas y posesiones y desplazarse, tras lo cual sus predios “La Esperanza” y “Nueva Vida” habrían sido ocupados por los paramilitares identificados como Alfredo o Andrés Usuga, alias “El Palillo” y otra persona conocida como “Cincuenta y Cinco”.  Alegan que a pesar de que la situación era de conocimiento público y que entre abril y diciembre 1996 algunas familias, como la de Oscar Manuel Maussa Contreras y la de Sigifredo Bravo Pertuz, habrían denunciado el desplazamiento forzado ante la Personería de Chigorodó, la Defensoría del Pueblo y la Personería de Montería, las autoridades no habrían tomado acción alguna.  Agregan que la situación de desplazamiento forzado y el temor generalizado por la presencia de los grupos paramilitares en Blanquicet les habría impedido intentar otros recursos.
11. Alegan que en enero de 2001 el representante legal de COTRAGROBLAN, Manuel Esteban Rodríguez Cordero, habría sido obligado por tres paramilitares -entre ellos alias “El Palillo”- a firmar una escritura de contrato de arrendamiento de “La Esperanza” a un particular.  Indican que en julio de 2003 el señor Rodríguez Cordero habría descubierto que el Notario de Carepa había protocolizado una escritura pública de compraventa de dicho predio mediante la falsificación de su firma y huella.  Alegan que la compraventa se habría elevado a escritura pública No. 333 de 28 de mayo de 2001 y que a partir de dicho acto jurídico se habrían originado otras tres transferencias de títulos de propiedad.  Agregan que, no obstante el predio “Nueva Vida” figuraba en un folio de matrícula inmobiliaria de forma independiente, en la escritura No. 333 también se efectuaba la venta de dicho inmueble.
12. Los peticionaros señalan que el señor Rodríguez Cordero denunció estos hechos y el 10 de septiembre de 2004, la Fiscalía 66 Seccional de Chigorodó ordenó abrir investigación preliminar bajo el radicado 5370 y recibir las versiones libres de los participantes en el negocio jurídico.  Alegan que en mayo de 2005 la Fiscalía 72 Seccional de Chigorodó profirió resolución inhibitoria a favor del Notario de Carepa por considerar que había obrado bajo insuperable coacción ajena e impulsado por miedo insuperable y ordenó la cancelación en todas sus partes de la escritura pública No. 333, su consecuente inscripción en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y la entrega material del bien inmueble, asimismo, dispuso el archivo del proceso.  
13. Los peticionarios sostienen que en junio de 2005 la Fiscalía ordenó reabrir parcialmente la investigación preliminar a efecto de cancelar las escrituras que se habrían derivado de la escritura pública No. 333 y, en agosto de 2005, habría ordenado la cancelación de su inscripción.  Sin embargo, sólo habría hecho referencia al predio “Nueva Vida” y no al predio “La Esperanza”, por lo que formalmente la titularidad del derecho continuaría en cabeza de paramilitares. Agregan que esta investigación únicamente refirió a la conducta del notario y no investigó a los paramilitares ni a las personas que posteriormente aparecieron como titulares de los inmuebles.  Alegan también que los integrantes de COTRAGROBLAN no se habrían constituido como parte civil ni habrían apelado la resolución inhibitoria por temor a que los paramilitares que operan en Blanquicet hubieran tomado represalias en su contra y puesto en peligro sus vidas.
14. Sostienen que, en diciembre de 2005 y hasta agosto de 2006, Oscar Maussa –integrante de la Cooperativa- y las familias de COTRAGROBLAN habrían recibido mensajes amenazantes sobre el pago de “La Esperanza”.  Indican que el 14 de agosto de 2006 solicitaron medidas cautelares a fin de garantizar la vida e integridad de las familias Maussa, Rodríguez, Bravo Pertuz y Tordecilla Cordero, quienes temían que el no acatar las presiones de los paramilitares que se apropiaron de “La Esperanza” produjera represalias contra ellos
.
15. Los peticionarios manifiestan que en febrero de 2007 el Fiscal gestionó la entrega material del predio “La Esperanza” y en junio de 2007 ésta se realizó.  Sin embargo, en agosto de 2007 habrían constatado que una persona ajena a la Cooperativa aparecía como propietaria del inmueble y adeudaba los impuestos prediales.  Indican que las familias acudieron a las instancias que conforman el Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada (CNAIPD) y al Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada (SNAIPD) a fin de obtener la protección necesaria por su situación de retorno y solicitar información sobre la exención del pago del impuesto predial a las víctimas del desplazamiento forzado, sin haber recibido respuesta.

16. Mantienen que Oscar Maussa habría retornado a Blanquicet, sin embargo en octubre de 2007 tuvo conocimiento de que grupos paramilitares planeaban asesinarlo.  En vista de lo anterior, se habría reubicado en Chigorodó, de donde se habría desplazado un año más tarde hacia San Juan Nepomucemo al ser objeto de nuevas amenazas junto con su compañera, Edith Caldera.  Indican que dicha información fue puesta en conocimiento de las autoridades con ocasión de una reunión de implementación de medidas cautelares de las que era beneficiario.  
17. Sostienen que el 23 de noviembre de 2010, Oscar Maussa habría participado en una diligencia de reconocimiento fotográfico de “55 o Campeche” y de “Palillo” y, como resultado de ésta, se habría logrado identificar a “55” como Luis Ángel Ramírez Ramírez.  Los peticionarios agregan que el 24 de noviembre de 2010 Oscar Maussa habría sido asesinado en la finca “La Poza del Guamo” donde laboraba como campesino desde hacía algunos meses.  Otro trabajador habría encontrado su cuerpo y solicitado ayuda a la Policía de San Juan Nepomucemo pero ésta se habría negado a acudir al lugar por temor a una emboscada.  Al día siguiente, la familia de Oscar Maussa habría encontrado su cuerpo en el suelo, con las manos amarradas atrás, con golpes en la cabeza y signos de tortura.  El celular asignado por el Programa de Protección habría sido sustraído.  Indican que habría sido hasta las 10:00 AM del 25 de noviembre que integrantes de la Policía, SIJIN y la Infantería de Marina habrían levantado el cadáver.
18. En cuanto a las investigaciones alegan que, además de la que se habría adelantado contra el Notario de Carepa y que culminó con resolución inhibitoria a su favor, la Fiscalía adelantó una investigación por desplazamiento forzado, concierto para delinquir, invasión de tierras y edificios, amenazas y constreñimiento ilegal en perjuicio de las familias integrantes de COTRAGROBLAN.  Ésta se habría abierto en febrero de 2007, en diciembre de 2007 se habría abierto la instrucción y en junio de 2009 la investigación se habría reasignado a la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario (UNDH-DIH) en Medellín, la cual se adelantaría bajo el radicado 7861.  Alegan que no se habrían iniciado líneas de investigación tendientes a esclarecer la responsabilidad de agentes del Estado en los desplazamientos y despojos de tierras, los cuales alegan habrían sido perpetrados con su aquiescencia y tolerancia.
19. Respecto de la investigación por la muerte de Oscar Maussa, indican que se habría iniciado una investigación ante la Fiscalía 22 Seccional de Cartagena.  En el marco de la misma no se habrían determinado presuntos responsables y, pese a haber solicitado el traslado de la investigación a la UNDH-DIH, la solicitud aún no habría sido atendida.  Los peticionarios alegan que la muerte de Oscar Maussa constituye un incumplimiento del Estado con sus obligaciones para con los beneficiarios de medidas cautelares y que demuestra la imposibilidad que pesa sobre las víctimas de acudir a instancias judiciales por el temor de correr la suerte de uno de sus líderes más reconocidos.
20. Agregan que algunas de las familias continúan desplazadas ya que tras la entrega material de “La Esperanza” continúan las amenazas por parte de grupos paramilitares que se identifican como “Águilas Negras”, “Convivir” o “Renacer” y por la ausencia de condiciones para un retorno seguro y digno.  Asimismo alegan que las familias no habrían recibido por parte de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional la ayuda humanitaria a la que tendrían derecho a fin de garantizar necesidades particulares, en materia de vivienda, salud y alimentación.
21. En consecuencia, consideran que el Estado es responsable por la violación de los derechos protegidos en los artículos 4.1, 17, 21 y 22 de la Convención Americana.  Asimismo, alegan que la falta de esclarecimiento judicial exhaustivo de los hechos materia del reclamo constituye la violación de los derechos contenidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención.  Alegan también que el Estado ha incumplido con su obligación de asegurar el respeto de los derechos establecidos en la Convención.
22. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana, los peticionarios alegan que resultan aplicables las excepciones previstas en los artículos 46.2.b y 46.2.c de la Convención.  Alegan que el desplazamiento forzado fue tipificado como delito en el Código Penal (Ley 599) que entró en vigencia el 25 de julio de 2001 por lo que entre 1996, año en que algunos integrantes de COTRAGROBLAN denunciaron los hechos relativos al desplazamiento, y el 2001 no existía protección penal para el bien jurídico protegido por el derecho de circulación y residencia, y por lo tanto se habrían visto impedidos de agotar los recursos.  Asimismo, los peticionarios alegan que las violaciones a sus derechos se encuentran en la impunidad.

23. En cuanto al argumento del Estado sobre la falta de individualización de las presuntas víctimas (ver infra III.B Posición del Estado), los peticionarios alegan que las personas que integran las nueve familias de COTRAGROBLAN están plenamente identificadas e individualizadas en un anexo a su escrito de 25 de abril de 2007 y que el Ministerio de Relaciones Exteriores cuenta con ese listado desde el 20 de noviembre de 2006.  Con relación al argumento del Estado sobre la falta de competencia ratione personae de la CIDH para declarar violaciones de derechos humanos respecto de una persona jurídica (ver infra III.B Posición del Estado), los peticionarios alegan que la petición es clara al alegar la responsabilidad internacional del Estado por hechos relacionados con las nueve familias integrantes de la Cooperativa.
24. En cuanto al argumento del Estado sobre la falta de agotamiento de la acción de lanzamiento por ocupación de hecho (ver infra III.B Posición del Estado), los peticionarios alegan que dicho recurso no es idóneo, adecuado, ni efectivo y que su interposición no es necesaria a fin de agotar los recursos internos, ya que su finalidad es la restitución de un bien inmueble y no conduce a la investigación, persecución, juzgamiento y sanción de los delitos de desplazamiento forzado, amenazas, hostigamientos y falsedad en las escrituras públicas que conllevaron a la usurpación del predio “La Esperanza”.

B.
Posición del Estado
25. En primer término, el Estado alega que la Comisión carece de competencia ratione personae para conocer de la petición por considerar que el reclamante es una persona jurídica.  Alega que el predio La Esperanza, el cual fue objeto de despojo violento e ilegal, pertenecía exclusivamente a la persona jurídica COTRAGROBLAN y por lo tanto, fue dicha persona jurídica la que sufrió el detrimento patrimonial.  Alegan además que el representante legal de COTRAGROBLAN denunció los hechos ante los tribunales internos, en vista de que aquél como representante de la persona jurídica era la única persona que podría haber solicitado la restitución material del bien.
26. Al respecto, el Estado hace referencia a precedentes de la Comisión en los que se ha establecido “la inadmisibilidad de peticiones interpuestas por personas jurídicas empresariales bajo la condición de víctimas directas, o donde el agotamiento de los recursos internos fue realizado por éstas y no por las personas naturales que se presentan como peticionarios ante la Comisión […]
 y solicita que con base a dichos precedentes la Comisión se declare incompetente para conocer de la presente petición.

27. En segundo término, el Estado objeta el listado de víctimas presentado por los peticionarios por considerar que al tratarse de un “documento privado” no tiene certeza sobre la veracidad de su contenido, sin embargo no aclaró a qué se refiere con un “documento privado”.  Alega que conforme a la interpretación que la jurisprudencia del sistema interamericano da a los artículos 44, 46.1.b y 46.2.b de la Convención Americana, para que una petición sea admisible deben existir víctimas concretas, individualizadas y determinadas
 y que los peticionarios no se habrían liberado de la carga de la prueba de demostrar por medios idóneos la identidad e individualización de las presuntas víctimas de la petición.
28. En tercer término, el Estado alega que los peticionarios no habrían dado cumplimiento al requisito del previo agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, alega que los peticionarios tenían disponible el proceso de lanzamiento por ocupación de hecho a través del cual “se pone fin a la ocupación arbitraria de un inmueble y se restituye su tenencia a favor del tenedor legítimo” y que debió ser interpuesto tras el fallo penal que restituyó el derecho a la propiedad a fin a hacer efectiva de facto la restitución del bien.  Indica también que los peticionarios efectivamente reconocen que el bien ya fue restituido, lo que haría innecesario adelantar un proceso de lanzamiento por ocupación de hecho.
29. Frente al alegato de los peticionarios relativo al retardo injustificado en la resolución de los recursos internos, el Estado alega que para establecer la razonabilidad del plazo en la que se desarrolló el proceso, se toman en cuenta: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, c) la conducta de las autoridades judiciales y d) la razonabilidad del plazo en el conjunto del trámite, es decir el análisis global del procedimiento.
30. Concretamente, el Estado alega que las autoridades únicamente tuvieron conocimiento de la falsificación de las escrituras públicas de compraventa del bien a partir del 2 de julio de 2004 cuando el representante legal de COTRAGROBLAN envió una comunicación al Presidente de la República.  Asimismo, indica que el 13 de agosto de 2004 el representante legal de COTRAGROBLAN compareció a la Procuraduría General de la Nación en Apartadó, Antioquia a fin de rendir declaración de ratificación y ampliación de la queja sobre el traspaso de la propiedad y la falsificación de documento público.  Alega que dicha denuncia derivó en un proceso disciplinario y otro penal.

31. El Estado alega que en cuanto al proceso penal por usurpación de tierras con falsedad en las escrituras públicas, la investigación se inició de oficio el 10 de septiembre de 2004 y tan solo tres años después hubo una entrega real y material de los inmuebles a COTRAGROBLAN.  En cuanto a la judicialización de los responsables de los hechos alegados, si bien el 23 de mayo de 2005 la Fiscalía 72 profirió resolución inhibitoria por falta de individualización de los miembros del grupo al margen de la ley implicados en los hechos, el 19 de julio de 2006 el Fiscal General de la Nación ordenó adelantar la investigación hasta su culminación.  Indica que dicha investigación fue unificada con aquella adelantada por la Fiscalía 72 de Chigorodó por amenazas contra la vida contra Oscar Manuel Maussa Contreras.
32. Alega que la acumulación se adelantó en la Fiscalía 32 Especializada de Medellín por los delitos de concierto para delinquir, constreñimiento ilegal, desplazamiento forzado e invasión de tierras y edificios y actualmente se encuentra en etapa de instrucción ante la Fiscalía 37 de la UNDH-DIH.  Indica que la investigación cuenta con dos indiciados, Dalson López Simanca y Ramiro Enrique Álvarez Porras quienes se encuentran privados de libertad el primero en la cárcel de Itaguí y el segundo en detención domiciliaria.

33. El Estado alega también que cuando la investigación se encontraba ante la Fiscalía 32 Especializada de Medellín los peticionarios interpusieron una denuncia contra la Fiscal por su inactividad procesal, lo cual habría sido debidamente investigado y el 17 de noviembre de 2009 el Grupo de Control Interno de la Seccional Medellín de la Fiscalía General de la Nación solicitó el ejercicio de la acción disciplinaria contra la Fiscal 32 Especializada de Medellín por considerar que podrían existir presuntas irregularidades.  Alega que lo anterior demuestra la diligencia en la actuación del Estado.

34. En cuanto a la alegada excepción al agotamiento de recursos internos relativa al impedimento para agotarlos, el Estado sostiene que los peticionarios no han logrado demostrar la existencia de dicha excepción por una situación de temor enfrentado por las presuntas víctimas, en vista de que las mismas han tenido acceso y han participado de los procesos adelantados a nivel interno.
35. El Estado alega que por la muerte de Oscar Maussa se habría iniciado una investigación ante la Fiscalía Seccional de Cartagena No. 22 por homicidio doloso.  Alega que en el marco de la investigación se habrían adelantado una serie de diligencias investigativas que solicita sean valoradas positivamente por la Comisión.  Asimismo, indica que existen líneas de investigación tendientes a demostrar si lo ocurrido se relaciona con su calidad de testigo de lo ocurrido con COTRAGROBLAN o si fue por motivos diferentes, ajenos a aquella condición.

36. En cuanto al alegado temor de las presuntas víctimas a retornar al predio La Esperanza, el Estado sostiene que la Policía Nacional realizó un estudio de seguridad y nivel de riesgo a las familias que conforman COTRAGROBLAN, el cual arrojó resultados ordinarios.  Asimismo, el Estado alega que la Fuerza Pública ha ejercido importantes labores para salvaguardar la integridad y garantizar los derechos de las familias de la zona de Urabá, como el despliegue de Unidades Militares y la ejecución de misiones tácticas, entre otros.  Asimismo, el Estado alega que 
las estructuras de los grupos armados al margen de la ley que se autodenominaron “paramilitares” y que delinquían en [la zona de la que fueron desplazados los miembros de COTRAGROBLAN], se acogieron al proceso de paz adelantado por el Estado colombiano, así […] no se puede afirmar que dichas estructuras continúen vigentes en la región del Urabá Antioqueño, Turbo y Blanquicet.  Adicionalmente y de acuerdo con información de inteligencia, existe en la zona general presencia de grupos armados ilegales conocidos como bandas criminales al servicio del narcotráfico […] que están siendo combatid[a]s con todo rigor por el Estado colombiano.
37. Con relación a la ayuda humanitaria, el Estado alega que Oscar Maussa habría hecho parte del Registro Único de Población Desplazada (RUPD) desde el 19 de junio de 2009, con número de declaración 675895 y que él y su familia habrían recibido ayuda humanitaria de emergencia (AHE).
38. Finalmente, el Estado alega que la petición es inadmisible en vista de que los reclamos no caracterizan violaciones a la Convención Americana de conformidad con su artículo 47(b).  Al respecto, alega que los hechos denunciados son imputables de manera exclusiva a terceros, paramilitares, y que no existe un nexo entre los presuntos hechos perpetuados por los paramilitares y el Estado.  Concretamente, señala que los peticionarios tienden a utilizar el contexto que predominaba en la región de Urabá para hacer responsable al Estado de hechos puntuales como la usurpación, desplazamiento y las amenazas de paramilitares contra los miembros de COTRAGROBLAN.

39. En ese sentido, el Estado objeta las afirmaciones de contexto que podrían interpretar o sugerir que el fenómeno paramilitar fue una política generalizada del Estado colombiano, o la creación de un riesgo general.  Alega que de los precedentes de la Corte Interamericana se desprende que no es jurídicamente viable utilizar el simple contexto para derivar y caracterizar una presunta responsabilidad del Estado
.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
40. Los peticionarios, la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, se encuentra facultada, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.

41. Respecto a competencia ratione personae, el Estado presenta dos argumentos.  En primer lugar, alega la falta de individualización de las presuntas víctimas y cuestiona la veracidad del listado presentado por los peticionarios por tratarse de un “documento privado”.  En segundo lugar, alega que la Comisión carece de competencia para conocer de la petición por considerar que el reclamante es una persona jurídica.  Por su parte, los peticionarios sostienen que las personas que integran las nueve familias que conforman COTRAGROBLAN están plenamente identificadas e individualizadas y que el Ministerio de Relaciones Exteriores cuenta con ese listado desde noviembre de 2006.  En relación con el segundo argumento, los peticionarios alegan que la petición es clara al alegar la responsabilidad internacional del Estado por hechos relacionados con los miembros de las nueve familias integrantes de la Cooperativa.
42. Al respecto, la Comisión observa que la petición se presentó en nombre de los miembros de las nueve familias que integran COTRAGROBLAN y que, tanto en el trámite ante la CIDH como en comunicaciones con el Estado a nivel interno, los peticionarios presentaron una lista que individualiza a los miembros de las nueve familias referidas.  Asimismo, la CIDH nota que el Estado se ha limitado a objetar el listado por tratarse de un “documento privado” sin presentar elementos específicos que cuestionen la veracidad de la información en cuestión y que el propio Estado ha hecho referencia a las familias que integran la Cooperativa de Trabajadores Agropecuarios de Blanquicet al referir a los estudios de riesgo realizados (supra párrafo 36).
43. En segundo lugar, la Comisión observa que en la presente petición se alega la afectación de los derechos de personas físicas así como de sus derechos en la propiedad de la Cooperativa.  Al respecto, la Comisión reitera que el Preámbulo de la Convención Americana y su artículo 1.2 establecen que “para los propósitos de esta Convención, 'persona' significa todo ser humano”, y que la protección otorgada por el sistema interamericano de derechos humanos se limita sólo a las personas naturales
.
44. La Comisión ha establecido constante jurisprudencia sobre la inadmisibilidad de peticiones interpuestas por personas jurídicas bajo la condición de víctimas directas, o donde el agotamiento de los recursos internos fue realizado por éstas y no por las personas naturales que se presentan como peticionarios ante la Comisión
, sin perjuicio de que en ciertas circunstancias  es posible o necesario entender que la situación de una colectividad puede tener consecuencias directas en relación con los derechos humanos de los miembros.  La Comisión considera que respecto de los predios denominados “La Esperanza” y “Nueva Vida” los peticionarios invocan la violación del derecho a la propiedad en relación con predios que pertenecían a la persona jurídica de COTRAGROBLAN, y fue en nombre de la Cooperativa que el representante legal agotó los recursos internos.  La Comisión observa que los peticionarios no presentaron información ni explicaron el impacto que tuvieron los sucesos relativos a la usurpación de bienes de la Cooperativa sobre los derechos individuales de los miembros de las familias que la integran.  Por lo tanto, la Comisión no cuenta con competencia ratione personae para examinar la alegada violación al artículo 21 de la Convención Americana en ese aspecto específico.
45. En cuanto a las demás alegadas violaciones de la Convención Americana, la Comisión cuenta con competencia ratione personae para examinar la petición en cuanto se refieren a los miembros de las nueve familias que integran COTRAGROBLAN.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

46. El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.

47. El artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuales serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

48. En el presente caso el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana dado que la investigación penal por los delitos de concierto para delinquir, constreñimiento ilegal, desplazamiento forzado e invasión de tierras y edificios actualmente se encuentra en etapa de instrucción ante la Fiscalía 37 de la UNDH-DIH, la cual alega ha sido adelantada con la debida diligencia.

49. Por su parte, los peticionarios alegan que resultan aplicables las excepciones previstas en los artículos 46.2.b y 46.2.c de la Convención.  Al respecto, alegan que el desplazamiento forzado fue tipificado como delito en el Código Penal (Ley 599) que entró en vigencia el 25 de julio de 2001 por lo que entre 1996, año en que algunos integrantes de las familias denunciaron los hechos relativos al desplazamiento, y el 2001 no existía protección penal para el bien jurídico protegido por el derecho de circulación y residencia, y por lo tanto se habrían visto impedidos de agotar los recursos.  Asimismo, alegan que transcurridos 13 años desde los hechos y cinco años de iniciadas las investigaciones penales, no se ha establecido la responsabilidad penal de persona alguna, lo que ha traído como consecuencia que las violaciones queden en la impunidad.
50. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente, a la luz de la jurisprudencia del sistema interamericano.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión observa que los hechos expuestos por los peticionarios comprenden por un lado, la presunta vulneración de los derechos a la vida y la integridad personal que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsado por el Estado mismo.  Asimismo, en cuanto al desplazamiento de los integrantes de las nueve familias, corresponde señalar que además de la investigación penal que se adelanta por los hechos desde 2006, desde el año 1996 algunas familias habrían denunciado el desplazamiento forzado y la pérdida de sus bienes ante la Personería de Chigorodó, y la Defensoría del Pueblo y la Personería de Montería.
51. En primer término, en cuanto al desplazamiento, la Comisión observa que desde 1996 algunas familias de COTRAGROBLAN habrían denunciado el desplazamiento forzado ante la Personería de Chigorodó, la Defensoría del Pueblo y la Personería de Montería, asimismo los peticionarios habrían acudido al CNAIPD y al SNAIPD a fin de obtener la protección necesaria en razón de su situación de retorno y no habrían recibido respuesta.  El 19 de julio de 2006 el Fiscal General de la Nación habría ordenado adelantar la investigación hasta su culminación y reasignó la investigación por desplazamiento forzado, concierto para delinquir, invasión de tierras y edificios, amenazas personales, y constreñimiento ilegal a la Fiscalía 32 Especializada ante los Jueces Penales del Circuito de Antioquia, la cual habría asumido conocimiento de las investigaciones el 13 de febrero de 2007.  Alegan que a esta investigación se remitieron copias de las diligencias de la investigación adelantada en la Fiscalía 72 contra el Notario de Carepa por el delito de falsedad material en documento público y se acumuló otra investigación adelantada en la Fiscalía 72 Seccional de Medellín por las amenazas contra Oscar Maussa, la cual se encontraría en etapa preliminar.  El 31 de diciembre de 2007 se profirió resolución de apertura de instrucción y se vinculó a algunos paramilitares.  La Comisión observa que en el marco de la investigación se profirieron algunas resoluciones de preclusión y mediante resolución del 11 de junio de 2009 el Fiscal General reasignó la investigación a la UNDH-DIH en Medellín (radicado 7861).  El 5 de octubre de 2010 fueron vinculados y se resolvió situación jurídica de Dalson López Simanca y Ramiro Enrique Álvarez Porras, quienes se encuentran privados de libertad (el primero en la cárcel de Itaguí y el segundo en detención domiciliaria) a disposición de un juez de ejecución de penas y medidas de seguridad.

52. En segundo término, en cuanto a las amenazas contra y la posterior muerte de Oscar Maussa se estaría adelantando una investigación por las presuntas amenazas de las que habría sido víctima, la cual no habría producido resultados.  Posteriormente, tras la muerte del beneficiario de medidas cautelares, el 23 de noviembre de 2010, se habría iniciado una investigación ante la Fiscalía 22 Seccional de Cartagena, la cual se encuentra en etapa preliminar.
53. La Comisión observa que transcurridos más de 14 años desde que las presuntas víctimas pusieron en conocimiento de las autoridades su situación de riesgo y desplazamiento y más de seis años de iniciada la primera investigación, en septiembre de 2004, no se habría determinado la responsabilidad penal de ninguno de los presuntos autores de los hechos alegados.  En cuanto a la investigación adelantada por la muerte de Oscar Maussa, la investigación adelantada por las amenazas en su contra permanece aun en etapa preliminar.  Por lo tanto, dadas las características del presente caso y el lapso transcurrido desde los hechos materia de la petición, la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana respecto del retardo en el desarrollo de los recursos judiciales internos, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.

54. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

55. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.c de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

56. En el presente caso, la petición fue recibida el 5 de septiembre de 2006, los hechos materia del reclamo se produjeron desde 1996, momento desde el cual fueron puestos en conocimiento de las autoridades y las primeras investigaciones judiciales se iniciaron en 2004 y sus efectos, en términos de la alegada falta en la administración de justicia, se extenderían hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, así como el hecho de que aún una investigación se encuentra pendiente, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

57. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

58. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que las alegaciones de los peticionarios sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de los hechos materia del reclamo podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, a la circulación y la residencia, a las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 4.1, 22, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.  La Comisión observa que los alegatos relativos a la ausencia de ayuda humanitaria del Estado, de conformidad con sus obligaciones legales, a favor de las familias que habrían retornado a la región y a favor de las que continúan en situación de desplazamiento, todas en situación de presunto riesgo grave, sustentan la posible responsabilidad del Estado por impedir el acceso a las condiciones que garanticen una vida digna conforme al artículo 5.1 de la Convención.
59. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  En la presente petición, la Comisión considera que los alegatos sobre la supuesta falta de respuesta frente a las presuntas amenazas perpetradas por grupos paramilitares a las nueve familias sustentan la posible responsabilidad del Estado por incumplimiento del deber de proteger la integridad personal conforme al artículo 5.1 de la Convención Americana.
60. Finalmente, la Comisión analizará en el fondo los alegatos de los peticionarios relativos a la pérdida de la propiedad personal de los miembros de las familias a saber, sus cultivos, viviendas y posesiones a la luz de los estándares establecidos en el artículo 21 de la Convención.
61. Respecto a la presunta violación del artículo 17 de la Convención Americana, los alegatos de los peticionarios no han sido debidamente sustanciados en la petición, por lo que no corresponde declarar dicha pretensión como admisible.
V.
CONCLUSIONES
62. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 4.1, 5.1, 8, 21, 22 y 25 en concordancia con el 1.1 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Asimismo, concluye que carece de competencia para referirse a la presunta violación del artículo 21 de la Convención con relación al despojo de los predios “La Esperanza” y “Nueva Vida” pertenecientes a la Cooperativa y que corresponde declarar inadmisible el reclamo sobre la presunta violación del artículo 17 de la Convención Americana.

63. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 4.1, 5.1, 8, 22 y 25 en concordancia con el 1.1 de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� El listado de los miembros de las nueve familias que integran COTRAGROBLAN consta en un anexo al presente informe.


� CIDH, Informe Anual 2006, Capítulo III, Medidas Cautelares otorgadas por la CIDH en el año 2006.  “El 1° de septiembre de 2006 la CIDH dictó medidas cautelares a favor de las familias Maussa, Rodríguez, Bravo Pertuz y Tordecilla Cordero, miembros de la Cooperativa de Trabajadores Agropecuarios de Blanquicet (COTRAGROBLAN) en el municipio de Turbo.  La información disponible indica que en 1998 […] [las] familias que integraban la cooperativa COTRAGROBLAN fueron desplazadas por la violencia de la finca “La Esperanza”, situada en el municipio de Turbo.  Cuatro de dichas familias, que aun habitan en la zona, habrían sido objeto de actos de intimidación por parte de civiles armados que buscarían legalizar la posesión del predio propiedad de los desplazados.  Las cuatro familias temen represalias por no acatar las presiones de los paramilitares que tomaron posesión de la finca y por activar un proceso judicial para lograr la restitución de la propiedad.  La CIDH solicitó al Gobierno de Colombia adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad física de los beneficiarios e informar sobre las acciones adoptadas a fin de esclarecer judicialmente los hechos que justifican la adopción de medidas cautelares.  La Comisión continúa dando seguimiento a la situación de los beneficiarios”.


� Los peticionarios señalan que en el marco del proceso de desmovilización dichos grupos se auto identificaron como Bloque Bananero y Bloque Elmer Cárdenas.


� Las medidas cautelares fueron otorgadas por la CIDH el 1º de septiembre de 2006.


� El Estado hace referencia a CIDH. Informe No. 40/05, Petición 12.139, Inadmisibilidad, José Luis Forzanni Ballardo, Perú, 9 de marzo de 2005, párrs. 35 y 36.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 11774/0479 recibido en la CIDH el 5 de marzo de 2010, párr. 13.


� El Estado hace referencia a CIDH. Informe No. 88/03, Petición 11.533, Inadmisibilidad, Parque Natural Metropolitano, Panamá, 22 de octubre de 2003, CIDH. Informe No. 28/98, Caso 11.625, María Eugenia Morales de Sierra, Guatemala, 6 de marzo de 1998, Corte I.D.H., Caso Instituto de Reeducación del Menor Vs. Paraguay, Sentencia de 2 de septiembre de 2004, Serie C No. 112 y Corte I.D.H., Caso Durand y Ugarte Vs. Perú, Sentencia de 16 de agosto de 2000, Serie C No. 68.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 11774/0479 recibido en la CIDH el 5 de marzo de 2010, párrs. 19-26.


� El Estado hace referencia a Corte I.D.H., Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de de mayo de 2007. Serie C No. 163, párr. 32, Corte I.D.H., Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 113, y Corte I.D.H., Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 11774/0479 recibido en la CIDH el 5 de marzo de 2010, párrs. 129-131.


� CIDH, Informe No. 10/91, Caso 10.169, Banco de Lima, Perú, 22 de febrero de 1991, considerando 1 y CIDH, Informe No. 47/97, Tabacalera Boquerón, S.A., Paraguay, 16 de octubre de 1997, párrs. 24 y 25.


� CIDH, Informe Nº 83/05 (Inadmisibilidad), Petición 644/00, Carlos Alberto López Urquía, Honduras, 24 de octubre de 2005, párr. 42 y, entre otros, CIDH, Banco de Lima, Informe No. 10/91, Caso 10.169, Perú, Informe Anual 1990-1991, párrs. 452 y ss.  CIDH, Tabacalera Boquerón, Informe No. 47/97, Paraguay, Informe Anual 1997, párrs. 229 y ss.  CIDH, Mevopal, S.A., Informe No. 39/99, Argentina, Informe Anual 1999.  CIDH, Bernard Merens y Familia, Informe No. 103/99, Argentina, Informe Anual 1999.  CIDH, Bendeck- COHDINSA, Informe No. 106/99, Honduras, Informe Anual 1999.


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.  Ver también CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97, y CIDH. Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.





